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Mario Andrés Hurtado Naranjo
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
LESIONES PERSONALES CULPOSAS / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / MOTO CONTRA PEATÓN / CONCURRENCIA DE CULPAS / NO SE COMPENSA PENALMENTE / LA RESPONSABILIDAD CIVIL SÍ SE VE REDUCIDA / REVOCA Y CONDENA - Y así es, porque si se parte del entendido que la motocicleta se desplazaba a una velocidad inapropiada para un cruce vial como el que aquí se describe, el hecho de no contar simultáneamente con un sistema de frenos apropiado para superar un impasse como el que allí se presentó, desde luego que incidía en la imposibilidad de maniobrar a tiempo para evitar el resultado. 

Si a lo anterior se suma el hecho de que la transeúnte, no solo de lo referido por ella, sino por el lugar donde quedó sobre la vía el lago hemático, casi alcanza a pasar al otro lado, como situación que indica que el motociclista tuvo que haberla visto con anticipación. Se hacía por tanto más apremiante que utilizara el freno con anticipación para precaver el atropellamiento, empero, como se sabe, sobre el pavimento no quedó una tal huella de frenada y ello lleva a concluir que si no lo hizo fue precisamente por no contar con un apropiado sistema de frenos. 

Lo dicho, aunado a que el sitio donde se produjo la colisión era una vía recta, como se destaca en las imágenes 1 y 8 del álbum fotográfico de la inspección judicial, lo que implica que igualmente se tenía visibilidad para percatarse de la presencia de esa persona sobre la vía.
(…)

Es claro entonces que con el comportamiento imprudente del señor HN se creó un riesgo no permitido por las reglas de conducta a las que debía sujetar su actividad, el cual se concretó en el resultado lesivo ocasionado no solo a su propia humanidad sino en la de la señora VB, y en consecuencia hay lugar a pregonar su responsabilidad en la comisión del hecho a título de culpa.
(…)

Para el Tribunal, no solo está claro que en el asunto en ciernes no hay lugar a plantear una culpa exclusiva de la víctima, como quiera que la participación culposa del motociclista se hace evidente y ello da lugar precisamente a la imposición de la condena; sino que también corresponde admitir que la víctima tuvo una participación en el resultado porque obró de manera igualmente imprudente.
(…)

Queda claro por tanto que el sitio por donde pretendió pasar esa vía arteria no era el autorizado, principalmente porque metros atrás existía una demarcación de cruce peatonal que era el que debía usar, no solo para tener prelación sino que además le permitiría observar con meridiana claridad el semáforo cuando estuviera en verde y que la habilitaría para efectuar el desplazamiento.

Con ello se configura una concurrencia de culpas entre la motociclista y la transeúnte, como quiera que a consecuencia de la correlación de ambas acciones imprudentes se sobrevino el resultado lesivo. Es el denominado “concurso de hechos culposos independientes” -diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo-, que tiene suceso cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con consecuencias de afectaciones mutuas . Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y, por tal razón, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente .

En tanto, en lo que atañe a la estimación de la responsabilidad civil, la misma sí se ve reducida o compensada parcialmente por el posible incremento del riesgo permitido a raíz de otra conducta irreglamentaria que origina “un mayor daño”, ya que no sería justo cargar todo el rigor indemnizatorio a uno solo de quienes hicieron su aporte parcial al resultado.
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  ACTA DE APROBACIÓN No 0193
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 28 de 2018. 10:31 a.m.

	Acusado: 
	Mario Andrés Hurtado Naranjo

	Cédula de ciudadanía:
	1.113.623.887 de Palmira (V.)

	Delito:
	Lesiones Personales Culposas

	Víctima:
	Virgelina Bríñez Moncada

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía y el apoderado de víctimas contra el fallo absolutorio fechado octubre 26 de 2017. SE REVOCA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Dan cuenta los registros que aproximadamente a las 23:30 horas de agosto 5 de 2010, en el sector de la carrera 9ª con calle 10ª  resultó lesionada la señora VIRGELINA BRÍÑEZ MONCADA, quien fuera atropellada por una motocicleta de placas PIQ-89A conducida por el señor MARIO ANDRÉS HURTADO NARANJO, quien transitaba por el carril derecho de la vía. A la lesionada se le otorgó una incapacidad médico legal definitiva de 60 días, con secuelas permanentes consistentes en deformidad física que afecta el cuerpo, y perturbación funcional del miembro superior izquierdo y del órgano de la prensión. 
1.2.- Luego de haber sido declarado como persona ausente el señor MARIO ANDRÉS HURTADO NARANJO, se realizó audiencia de formulación de imputación en julio 17 de 2015, ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) en la cual se le endilgaron cargos al mismo por el delito de lesiones personales culposas consagradas en los artículos 111, 112 inciso 2°, 113 inciso 2°, 114 inciso 2°, y 120 C.P., y frente a la no aceptación de estos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación que se le asignó al Juzgado Segundo Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (octubre 14 de 2015), despacho en el que se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (junio 10 de 2016), luego de varios aplazamientos se efectuó la audiencia preparatoria (junio 27 de 2017), y juicio oral (agosto 23, septiembre 26 y octubre 26 de 2017), fecha ésta última en la cual que se emitió sentido de fallo absolutorio y se dictó la sentencia respectiva.

1.3.- Los fundamentos del a quo para llevar a tal decisión, los hizo consistir en que si bien es incontrovertible la ocurrencia del hecho, donde resultó lesionada la señora VIRGELINA BRÍÑEZ MONCADA, no sucede lo mismo en punto del compromiso que le asiste al señor HURTADO NARANJO de conformidad con las siguientes apreciaciones:
Aunque la Fiscalía afirma que fue el procesado quien faltó al deber objetivo de cuidado por no considerar la presencia de la víctima al momento de transitar con su motocicleta, por obviar el semáforo en rojo, por circular con uno de los frenos suspendidos, y por no respetar la prelación de la afectada, para el despacho si bien los peatones deben ser respetados, su tránsito está restringido en los términos del código de tránsito, el cual los somete a actuar de manera responsable en el instante de efectuar un cruce, ya que si bien tienen alguna prioridad, ella no es absoluta como también lo dice la norma.

En el cruce realizado por la víctima no existía cebra, no obstante, a la altura del semáforo había a falta de uno dos cruces peatonales que le permitían hacerlo con la debida prelación para llegar al sitio que ella denominó como “la cancha”. Era por lo tanto más seguro y más prudente para la señora VIRGELINA efectuar dicho recorrido para llegar a su destino, antes que cruzar diagonal en medio del puente, sin contar con prioridad para ello.

La versión de la víctima es poco creíble, en cuanto no podría saber en qué color se hallaba cuando la moto pasó por la avenida. De decirse lo contario sería ir contra la lógica, ya que entre el instante en que la víctima se dispone a hacer el cruce y la posición final en que quedó, debieron transcurrir unos cuantos segundos, suficientes como para que su color cambiara y por ende no logró demostrar la Fiscalía que el semáforo estuviera en rojo cuando el acusado cruzó la intersección.

Refiere a la inspección efectuada a la motocicleta donde se aprecia que su freno trasero estaba suspendido, pero aun así según el perito en física ello no era determinante para ocasionar el accidente, ya que no se pudo establecer a ciencia cierta si el vehículo se desplazaba o no a exceso de velocidad, además de existir dudas acerca de la funcionabilidad de las luces en el sector.

Concluye que pese a que el trayecto de la víctima contraviniera lo dispuesto en las normas de tránsito, ello no es suficiente para concretar una culpa exclusiva de su parte; empero tampoco aprecia que existan elementos suficientes para atribuir alguna responsabilidad en el resultado en cabeza del justiciable. Así las cosas, al no podérsele atribuir culpa al señor MARIO ANDRÉS HURTADO en atención a la duda acerca de si su actuar fue imprudente, la sentencia debe ser absolutoria.

1.4.- El señor fiscal y el apoderado de víctimas mostraron su inconformidad con la decisión e hicieron expresa manifestación de apelar el fallo y sustentarlo por escrito. 

2.- Debate

2.1.- Fiscal -recurrente-
Los argumentos en los cuales soporta su solicitud de condena se pueden concretar en lo siguiente:

- El motociclista no respetó la prioridad que sobre la vía tenía la víctima quien intentaba cruzar luego de cerciorarse del estado del semáforo, siendo embestida por el rodante cuando casi llega al otro extremo, y además conducía la misma sin la utilización del freno trasero, que estaba desconectado y pudo influir en la ausencia de maniobra para eludir la presencia de la peatón.

- El a quo acepta que el motociclista no respetó la prelación sobre la vía y que conducía casi sin frenos; además, que no existe forma de atribuir culpa exclusiva de la víctima. Siendo así, no se explica cómo se concluye con una absolución, cuando está claro que algo indebido sí realizó el conductor de la moto. 
- Del peritaje forense se extrae la forma de conducir del motociclista sin la utilización de uno de sus frenos, de lo cual se infiere que no guiaba el rodante de forma segura y con los requisitos de mantenimiento técnico mecánico.

- El a quo dio credibilidad al funcionario de tránsito que levantó el croquis sobre la posición de la víctima en el sitio y que de este se desprendía un recorrido contrario a lo que declaró la señora VIRGELINA; pero al que debió darle crédito era al testimonio del forense quien pudo determinar que la víctima tenía un desplazamiento desde la acera del lado izquierdo de la vía, en igual sentido de la carrera 9ª, y que los golpes los había recibido en el lado derecho de su cuerpo, de lo cual se deduce la presencia de la moto que se desplazaba en el mismo sentido de circulación de dicha vía; es decir, que la víctima no cruzaba desde el lado derecho sobre el inicio del puente, sino hacia el puente, y de allí hacia la cancha por el viaducto.

- No existe duda razonable que pueda incidir en la sentencia absolutoria, antes por el contrario, de un análisis adecuado se puede demostrar que existió culpa del acusado por imprudencia al no respetar la prelación que tenía el peatón, además de no transitar con todas las condiciones reglamentarias, con lo cual lo que procede es la revocación de la determinación y en su lugar proferir un fallo de condena.
2.2.- Apoderado de víctimas -recurrente-
En similares términos expone:

- Desde el momento en que la señora VIRGELINA BRÍÑEZ presentó la denuncia expresó que iba a cruzar por la carrera 9ª con calle 10 y vio que el semáforo estaba en rojo, sin recordar nada más al haber estado inconsciente por algún tiempo,  y por ende hay que creerle lo que relató en diciembre 2 de 2010, dado que fue su manifestación inicial, sin apremio ni coacción, y no lo relatado por ella en marzo 11 de 2011 en la entrevista rendida ante el CTI.
 - Su inconformidad frente al fallo la hace consistir en un error de hecho por falta de valoración del dictamen del físico forense y pide se tenga en cuenta dicho concepto toda vez que cualquier motocicleta que no está en perfecto estado corre el riesgo de generar algún accidente, como en este caso. Dicha imprevisión al marchar en forma irresponsable a alta velocidad, lo que se determina por las graves lesiones causadas, son producto de un automotor guiado de tal manera, situación que obliga a calificar la conducta como culposa, ya que una persona prudente lo haría a una menor aceleración por la deficiencia en el sistema de frenos. Tal situación lleva a pensar que el enjuiciado pudo evitar el desenlace, pero hizo caso omiso a elementales reglas de la conducción y confió en poder controlar un vehículo peligroso.

- Pide se tenga como prueba la del experto en física forense, máxime que este empleó un método científico para analizar estos casos, y por ende se debe condenar al señor MARIO ANDRÉS HURTADO como autor del delito de lesiones personales culposas.

2.3.- Debidamente sustentado el recurso, el juez a quo lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a corroborar el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto profirió sentencia absolutoria en favor del señor MARIO ANDRÉS HURTADO NARANJO por la conducta de lesiones personales culposas en contra de la señora VIRGELINA BRÍÑEZ MONCADA, o si por el contrario, obran pruebas que corroboran el compromiso que le asiste al acusado en este caso, y si en este evento se presenta el fenómeno de la concurrencia de culpas, como lo da a entender el fiscal recurrente. 
3.3.- Solución a la controversia

No se vislumbra, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al convencimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Como se indicó, la razón que motiva el examen de la sentencia absolutoria proferida por el funcionario a quo a favor de MARIO ANDRÉS HURTADO NARANJO, no es otra que establecer si los hechos puestos en conocimiento por la señora VIRGELINA BRIÑEZ MONCADA encajan en el punible de lesiones personales culposas por el que fue investigado, al obrar, según se afirma, pruebas que militan en su contra, tal como lo pregonan el apoderado de víctimas y el señor fiscal.

De la circunstancia fáctica esgrimida se advierte que aproximadamente a las 11:30 de la noche de agosto 05 de 2010, en la carrera 9ª con calle 10 zona céntrica de esta capital, se registró un hecho de tránsito en el cual la motocicleta guiada por el señor MARIO ANDRÉS HURTADO NARANJO atropelló a la señora VIRGELINA BRÍÑEZ MONCADA. En tal percance, tanto la transeúnte como quien piloteaba la motocicleta sufrieron lesiones.

Para el órgano persecutor y el apoderado de víctimas, el arrollamiento se originó por cuanto el conductor de la motocicleta no respetó la señal del semáforo de la carrera 9ª que se encontraba en rojo, se desplazaba a exceso de velocidad, y además de ello el rodante no cumplía con las condiciones técnico mecánicas óptimas, por cuanto su freno trasero se hallaba suspendido y no cumplía la función para la cual estaba destinado.
Por el contrario, para el a quo, no se logró demostrar ese tal exceso de velocidad, ni mucho menos que el piloto hubiera desatendido la señal de pare del semáforo, y pese a que en verdad el freno trasero no funcionaba adecuadamente, ello no fue determinante para que se originara el resultado dañoso. Así mismo destacó que la transeúnte tampoco respetó las normas de tránsito relativas a los sitios por los cuales debía cruzar para tener prelación, aunado a las dudas acerca de la luminosidad en el sector.
Como se aprecia, la discusión planteada por los recurrentes, en relación con lo decidido por el a quo, hace referencia única y exclusivamente a la valoración de las pruebas con respecto a la responsabilidad culposa atribuida, en consecuencia, se da por cierto que el hecho atribuido a título de culpa sí existió y que la persona que timoneaba la motocicleta en tan singulares condiciones era el aquí acusado. De ese modo, entiende el Tribunal que los puntos centrales que deben ser dilucidados se pueden concretar en los siguientes interrogantes: (i) ¿existió por parte del conductor de la motocicleta un exceso de velocidad? (ii) ¿desatendió el semáforo ubicado sobre la carrera 9ª?; (iii) ¿el desplazarse la motocicleta con el freno trasero suspendido, creó un riesgo desaprobado o lo incrementó indebidamente al impedirle reaccionar a tiempo para evitar el resultado criminoso?; y (iv) ¿la actividad desplegada por la transeúnte representa una culpa exclusiva de la víctima, o, por el contrario, lo que amerita es la declaratoria de una culpa compartida o concurrencia de culpas con el motorista?.
Procederá la Sala a abordar cada uno de esos temas, para determinar, si a diferencia de la postura del a quo, en verdad se avizora que en cabeza del señor HURTADO NARANJO existe responsabilidad a título de culpa:
· Exceso de velocidad 
Frente a este primer cuestionamiento, y en punto de lo relativo al exceso de velocidad con el que al parecer se desplazaba el señor MARIO ANDRÉS HURTADO, debe decirse que de conformidad con las pruebas válidamente arrimadas, lo único que al respecto se estableció fue lo manifestado por el perito en física del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

Debe partirse, según tal profesional, que de los datos que fueron reportados en el informe de tránsito, se aprecia que en el mismo se hizo alusión a una  huella de arrastre de 2.5 mts. –aunque no fue plasmada en el croquis-, y si bien no se logró establecer la velocidad en el preciso instante de la colisión, con tal dato sí se pudo determinar la que tenía la motocicleta al comenzar a marcar la huella de arrastre sobre el pavimento; es decir, la que llevaba pero CON POSTERIORIDAD AL IMPACTO, como situación que por supuesto da lugar a concluir que la que traía antes de la colisión era por supuesto superior. 

Véase que en el dictamen DROC-LF-110-2011 que le sirvió como fundamento de su opinión pericial y en punto de una de las preguntas resueltas por el perito, en torno a la velocidad de desplazamiento del indiciado, señaló que: “Con base en la información aportada en la casilla huella de frenado, se encontró que la velocidad para la motocicleta al inicio de ese arrastre era de entre diez y seis y veinte kilómetros por hora (16 y 20 km/h)”. Pero lo concerniente a la huella de frenado fue aclarado por el perito en juicio, en el sentido que en realidad era una huella de arrastre, como quiera que en la casilla del informe que correspondía a la “huella de frenado”, lo que se consignó fueron las siglas H.A., que significan “huella de arrastre”. 
Es evidente que las lesiones que sufrió la señora VIRGELINA BRÍÑEZ fueron de consideración, si tenemos en cuenta que a la misma se le dictaminó en el cuarto y último reconocimiento médico legal
 una incapacidad definitiva de 60  días y como secuelas: “deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente; perturbación funcional del miembro superior izquierdo de carácter permanente; y  perturbación funcional del órgano de la prensión de carácter permanente”. Secuelas que fueron por supuesto consecuencia de habérsele diagnosticado en su momento lo siguiente: “fractura expuesta de húmero izquierdo, fractura de rama isquiopúbica derecha de la pelvis, y heridas en antebrazo derecho y muslo derecho”.
Tal diagnóstico no podía dejarse a un lado, como tampoco las lesiones que sufrió el piloto de la moto que se indicaron en el anexo 3 del informe de tránsito
: -trauma craneoencefálico severo, trauma de tórax, politraumatismo y herida de extremidades inferiores-, especialmente porque el referido perito en física fue contundente al señalar en juicio que las lesiones tanto de la peatón como del piloto fueron producto de una colisión de alta energía, y ésta, en sentir de dicho profesional, conllevó a unas severas lesiones en ambas personas. Además de ser enfático ante un cuestionamiento de la defensa acerca de la velocidad que llevaba el conductor de la moto -amén de la establecida entre 16 y 20 km/h al inicio del arrastre-, al aducir que las lesiones que las dos personas adquirieron en su momento, lo lleva a pensar que el rodante llevaba una velocidad mayor a esos 16 k/h.
Véase también que la moto, luego de haber impactar el cuerpo de la señora VIRGELINA BRÍÑEZ, se detuvo aproximadamente a 24.20 ms, dato relevante para determinar, contrario a la postura del a quo, que en efecto la aceleración que llevaba era alta, si tenemos en cuenta que luego de colisionar con la víctima el rodante apenas vino a detenerse a tan considerable distancia, por lo que en consonancia con lo dicho por el perito en física, que tuvo sustento en el análisis por él realizado y en las lesiones que sufrieron los involucrados, conlleva a predicar, sin dubitación alguna, que la moto guiaba HURTADO NARANJO sí iba con exceso de velocidad. De pensar diferente, es decir, que lo hacía con mínima aceleración, a título de ejemplo, entre 16 o 20 km/h, con seguridad no habría ocasionado las lesiones que ambos sufrieron, y el rodante no habría terminado en la posición donde lo hizo, sino que se habría detenido cerca de donde quedó el cuerpo de la víctima.

· Superación del semáforo en rojo

En relación con la presunta superación del semáforo en rojo por parte del conductor de la motocicleta, solo se tiene lo manifestado por la víctima en el sentido que inicialmente el mismo estaba en verde, quien al ver que pasaban todos los carros esperó a que cambiara y en ese momento procedió a cruzar la vía para llegar al otro extremo, pero fue atropellada cuando estaba próxima a subir al andén del lado opuesto.
Salvo lo dicho por la afectada, ninguna otra prueba se introdujo al respecto, pero de lo allegado a juicio, se puede establecer que la señora VIRGELINA pretendía cruzar la carrera 9ª a la altura del puente ubicado en la calle 10ª, en el sentido occidente oriente -lo cual se corrobora con las lesiones que sufrió en su gran mayoría por el lado derecho-, y desde el sitio donde se encontraba parada si bien podía apreciar los vehículos que se desplazaban por el lugar, no podemos decir lo mismo respecto del semáforo situado en la intersección de la carrera 9ª, porque este se encuentra ubicado en un lugar distante de aquél donde sucedió el hecho, el cual se presentó a unos 12 ó 15 metros según el guarda de tránsito, o 20 mts aproximadamente al decir del plano levantado durante la inspección judicial practicada por funcionarios del CTI -para ello se debe tener en cuenta que la distancia reflejada en el plano es de 8 cms., y que cada centímetro equivale en la realidad a 2.5 ms.-
Sea como fuere, es decir, independientemente de que fuera una u otra la distancia entre donde la peatón se encontraba parada y el semáforo ubicado sobre la carrera 9ª, es lo cierto que se debe concluir que desde el lugar por donde ella cruzó difícilmente podía observar cuál era el color del semáforo con antelación a realizar dicho cruce, toda vez que las luces de los mismos estaban en posición contraria a la que ella poseía. 
Lo dicho, aunado a que según el registro fotográfico que se efectuó en la referida inspección, en especial en la imagen N° 1 –cfr. fl. 65 de la carpeta-, se aprecia que en el lugar existen unas vallas informativas que podrían haber obstaculizado la visualización hacia dicho semáforo, siendo esta una razón más para determinar que no obra certeza acerca de si en efecto la luz del semáforo se encontraba en rojo cuando la señora VIRGELINA se decidió a cruzar.

Ello conlleva a predicar que la única razón que motivó a la peatón a cruzar, muy seguramente no fue la luz del semáforo sino la poca presencia en un instante de vehículos en el sitio, y esa situación sin lugar a dudas obedece a la hora en que se presentó el episodio -11:30 p.m.- lo que implicaba que el flujo vehicular se encontrara ostensible reducido, no solo en el sector donde ocurrió el suceso, sino en la mayoría de las vías del centro de la ciudad. 
Luego entonces, para la Corporación, si bien hay lugar a pregonar, como ya se indicó, que el conductor de la moto sí se desplazaba con exceso de velocidad atendido el hecho de tratarse de una intersección vial que obliga a reducir la velocidad
, no hay lugar a sostener que también hubiera superado la intersección cuando el semáforo de la carrera 9ª con calle 10ª se encontraba en rojo, como quiera que en efecto, como lo aseguró el defensor y lo expresó el fallo confutado, tal situación no está debidamente acreditada.

· Freno trasero suspendido y su incidencia en el resultado

De las pruebas de cargo presentadas en juicio por el órgano persecutor, se tiene que por parte del señor JORGE IVÁN GUEVARA LARGO, guarda de tránsito que realizó la inspección ocular a la moto, se estableció, entre otras circunstancias atinentes a los daños que sufrió la misma, que: “el freno trasero se encuentra suspendido”. Y si bien el a quo indicó que ese mero hecho no alcanzó a generar el accidente, por cuanto en su sentir tenían que concurrir a su vez las otras circunstancias de haber superado el semáforo en rojo o ir en exceso de velocidad, para el Tribunal dicha falencia en los frenos sí tuvo una incidencia preponderante en la comisión de la ilicitud.

Y así es, porque si se parte del entendido que la motocicleta se desplazaba a una velocidad inapropiada para un cruce vial como el que aquí se describe, el hecho de no contar simultáneamente con un sistema de frenos apropiado para superar un impasse como el que allí se presentó, desde luego que incidía en la imposibilidad de maniobrar a tiempo para evitar el resultado. 
Si a lo anterior se suma el hecho de que la transeúnte, no solo de lo referido por ella, sino por el lugar donde quedó sobre la vía el lago hemático, casi alcanza a pasar al otro lado, como situación que indica que el motociclista tuvo que haberla visto con anticipación. Se hacía por tanto más apremiante que utilizara el freno con anticipación para precaver el atropellamiento, empero, como se sabe, sobre el pavimento no quedó una tal huella de frenada y ello lleva a concluir que si no lo hizo fue precisamente por no contar con un apropiado sistema de frenos. 
Lo dicho, aunado a que el sitio donde se produjo la colisión era una vía recta, como se destaca en las imágenes 1 y 8 del álbum fotográfico de la inspección judicial, lo que implica que igualmente se tenía visibilidad para percatarse de la presencia de esa persona sobre la vía.

El juzgador señaló que al parecer existían dudas acerca de la funcionabilidad de las luminarias en el sector, pero tal aseveración se descarta de lo testificado por el agente de tránsito JORGE ENRIQUE RENTERÍA, así como de lo asegurado por el patrullero JESÚS DAVID MUÑOZ quien actuó como primer respondiente, quienes fueron contestes en indicar que la iluminación para el momento de los hechos era buena.

Es claro entonces que con el comportamiento imprudente del señor HURTADO NARANJO se creó un riesgo no permitido por las reglas de conducta a las que debía sujetar su actividad, el cual se concretó en el resultado lesivo ocasionado no solo a su propia humanidad sino en la de la señora VIRGELINA BRÍÑEZ, y en consecuencia hay lugar a pregonar su responsabilidad en la comisión del hecho a título de culpa.
· Concurrencia de culpas

Esclarecido lo anterior, lo que sigue es determinar si el episodio tuvo por causa solo el comportamiento antijurídico del incriminado, o si en ese acontecer tuvo incidencia alguna el proceder de la víctima. 

Queda claro, porque así incluso lo tuvo que admitir el juzgador de instancia, que aquí se debía descartar una culpa exclusiva de la víctima, a consecuencia de lo cual, y con total razón, el delegado fiscal sostuvo que si así era, entonces no entendía la razón para no predicar responsabilidad en el conductor de la motocicleta.

Para el Tribunal, no solo está claro que en el asunto en ciernes no hay lugar a plantear una culpa exclusiva de la víctima, como quiera que la participación culposa del motociclista se hace evidente y ello da lugar precisamente a la imposición de la condena; sino que también corresponde admitir que la víctima tuvo una participación en el resultado porque obró de manera igualmente imprudente. 

Lo manifestado es así en cuanto de los datos suministrados en juicio por la señora VIRGELINA BRÍÑEZ, así como de lo plasmado en el informe de tránsito y en la inspección judicial al lugar de los hechos, se extrae que ella pretendió atravesar la carrera 9ª de forma diagonal y por un lugar que no está permitido para el cruce de peatones.

Como lo refirió el a quo en su decisión, el canon 58 del Código Nacional de Tránsito y en punto de las prohibiciones a los transeúntes, está la de: “invadir la zona destinada al tránsito de vehículos […]”, señalándose que en el perímetro urbano: “el cruce debe hacerse solo por las zonas autorizadas como los puentes peatonales, los pasos peatonales y las bocacalles”. Y quedó comprobado que en verdad la víctima intentó cruzar la carrera 9ª en el sentido occidente-oriente, sin lograrlo, cuando se desplazaba con destino al “parque de la pega” como ella lo conoce. Actividad indebida porque no obstante que en el sector existen demarcadas zonas de cruce peatonal, o comúnmente denominadas “cebras”, tanto en la bocacalle de carrera 9ª, como en la calle 10ª, la ciudadana optó por hacerlo en forma diagonal desde el andén situado en la parte occidental de la carrera 9ª, con miras a llegar al andén del frente ubicado al comienzo del puente vehicular.
Queda claro por tanto que el sitio por donde pretendió pasar esa vía arteria no era el autorizado, principalmente porque metros atrás existía una demarcación de cruce peatonal que era el que debía usar, no solo para tener prelación sino que además le permitiría observar con meridiana claridad el semáforo cuando estuviera en verde y que la habilitaría para efectuar el desplazamiento.
Con ello se configura una concurrencia de culpas entre la motociclista y la transeúnte, como quiera que a consecuencia de la correlación de ambas acciones imprudentes se sobrevino el resultado lesivo. Es el denominado “concurso de hechos culposos independientes” -diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo-, que tiene suceso cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con consecuencias de afectaciones mutuas
. Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y, por tal razón, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente
.

En tanto, en lo que atañe a la estimación de la responsabilidad civil, la misma sí se ve reducida o compensada parcialmente por el posible incremento del riesgo permitido a raíz de otra conducta irreglamentaria que origina “un mayor daño”, ya que no sería justo cargar todo el rigor indemnizatorio a uno solo de quienes hicieron su aporte parcial al resultado. 
Como lo expresa el artículo 2.357 del Código Civil: “La apreciación del daño está sujeta a la reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”. Disposición que debe tenerse en cuenta para la graduación de perjuicios como lo dio a conocer la Corte desde la providencia del 14-12-92, M.P. Dr. Edgar Saavedra Rojas.

Así las cosas, en el presente caso tanto el señor MARIO ANDRÉS HURTADO NARANJO como la señora VIRGELINA BRÍÑEZ MONCADA, conductor y transeúnte, infringieron la normativa de tránsito, el primero al no respetar los límites de velocidad y movilizar su motocicleta con falencia en sus sistemas de freno, y la segunda por cruzar la vía por un sitio no autorizado. De ese modo, los rigores de la culpa en cabeza del aquí procesado se verán reflejados en una disminución del monto de los perjuicios, que lo será en un 50%, lo cual se estima proporcional al grado de concurrencia de culpas y al porcentaje de compensación de carácter civil que el caso amerita. 
Lo que se acaba de referir significa que una vez fijada la cuantía del daño y perjuicios en todos sus órdenes dentro del incidente de reparación integral, el señor HURTADO NARANJO responderá solo por la mitad de lo que se llegare a cuantificar como perjuicios integrales a favor de la víctima en un eventual incidente de reparación. 
Punibilidad
De conformidad con lo reglado en los artículos 60 y 61 del mismo estatuto, se procederá a fijar cual es la sanción que corresponde por esa infracción penal.
El artículo 112 inciso 2º del Código Penal prevé pena de prisión de 16 a 54 meses cuando la incapacidad para trabajar no supere los noventa (90) días, en tanto que el canon 113 inciso 2º sanciona con pena de 32 a 126 meses de prisión si la deformidad es permanente, y a su turno, el 114 inciso 2º con pena de 48 a 144 meses de prisión en los casos de perturbación funcional permanente, siendo este último delito el que ostenta la pena más alta, razón por la cual en atención al principio de unidad punitiva contenido en el dispositivo 117 ídem, será el tenido en cuenta para efectuar la dosificación punitiva.

Al tenor del artículo 120 ejusdem esa cantidad debe disminuirse de las cuatro quintas a las tres cuartas partes, por tratarse de lesiones personales culposas, lo cual en aplicación de lo normado en el artículo 60.5 del mismo estatuto
, arroja para la conducta atribuida un monto definitivo que oscila de 9 meses y 18 días a 36 meses de prisión.  

Como quiera que de conformidad con el artículo 61 C.P. el sentenciador solo podrá moverse dentro del primer cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente situaciones de atenuación punitiva, y en el presente asunto se sabe que no obran circunstancias de mayor punibilidad y el acusado carece de antecedentes penales, se estima procedente ubicarse en el primer cuarto mínimo de movilidad
, por lo cual la pena a imponer será de 9 meses y 18 días de prisión.

También debe sancionarse al condenado con la pena pecuniaria de multa, que oscila entre 34.66 y 54 s.m.l.mv., por lo cual al seguir idéntico derrotero al empleado para calcular la pena privativa de la libertad tratándose de conductas culposas, se impondrá pena de multa equivalente a 6.93 s.m.l.m.v.

En lo que hace con las sanciones accesorias, la de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad, mientras la privación del derecho a conducir vehículos automotores se impone por el término de seis (6) meses que corresponde a la pena mínima que refiere el inciso 5° art. 51 C.P.

Indemnización de Perjuicios

De conformidad con lo reglado por los artículos 86 a 89 de la Ley 1395 de 2010, que modificó los artículos 102 y 106 C.P.P., no se efectuará pronunciamiento alguno en este fallo en cuanto a  la indemnización de perjuicios, pero queda la facultad de iniciar el incidente de reparación integral, dentro de los 30 días siguientes a la ejecutoria de la presente sentencia, por quienes tengan derecho a hacerlo. No obstante, y como quedó plasmado en la parte motiva, una vez fijada la cuantía del daño y perjuicios en todos sus órdenes dentro del incidente de reparación integral, el señor HURTADO NARANJO responderá solo por el 50% de lo asignado a la víctima. 
Subrogado
El sentenciado se hace acreedor al beneficio de la suspensión de la ejecución de la pena, al que alude el canon 63 C.P., por un período de prueba de dos años, toda vez que el monto punitivo no supera los cuatro (4) años de prisión, carece de antecedentes penales, y el delito de lesiones personales culposas no está inserto en el artículo 68 A ídem. En dicho interregno el señor MARIO ANDRÉS HURTADO NARANJO deberá cumplir con las obligaciones a que alude el canon 65 C.P., para lo cual deberá suscribir diligencia de compromiso, sin lugar a caución prendaria. Pese a lo anterior, considera la Sala que el acusado sí deberá cumplir la sanción impuesta en relación con la prohibición para conducir vehículos automotores, habida cuenta que las circunstancias en que ocurrieron los hechos conlleva a predicar que el mismo no solo incumple las normas de tránsito, sino que desatiende el compromiso de preservar en buen estado dicho tipo de rodantes, situación que de persistir podría volver a producir un hecho que ponga en riesgo no solo su integridad sino la de terceros. 
ANOTACIÓN FINAL

El magistrado MANUEL YARZAGARAY BANDERA comparte en un todo la presente determinación, pero considera que el recurso que aquí procede es el de apelación atípica, anormal o excepcional por tratarse de la “la primera condena proferida contra el acusado”, a consecuencia de lo cual salvará parcialmente el voto. La Sala Mayoritaria, en cambio, si bien fue partidaria en un comienzo de conceder ese recurso de apelación en casos como el presente, habida consideración a que la Sala de Casación Penal se ha abstenido de dar trámite al mismo en virtud a que no tiene una regulación legal, opto por conceder única y exclusivamente el extraordinario de casación. 

De igual modo, el Dr. YARZAGARAY es del criterio que el porcentaje de disminución por la concurrencia de culpas lo debe definir el juez de conocimiento al momento del trámite del incidente de reparación; en tanto, la Sala Mayoritaria ha considerado que ese porcentaje debe ser definido desde el momento mismo del fallo penal, por constituir el título que servirá de fundamento al ulterior incidente. De allí que en la presente determinación haya quedado ya zanjada la proporción de esa disminución en un cincuenta por ciento. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA 

PRIMERO: SE REVOCA el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira (Rda.) en cuanto absolvió al señor MARIO ANDRÉS HURTADO HENAO y en su lugar SE CONDENA como autor material responsable del punible de lesiones personales culposas al que se contraen los artículos  111, 112 inciso 2°, 113 inciso 2°, 114 inciso 2°, 117 y 120 C.P., sucedidos en las circunstancias de tiempo, modo y lugar referidos en esta providencia y donde figura afectada la señora VIRGELINA BRÍÑEZ MONCADA, a la pena principal restrictiva de la libertad de nueve (9) meses y dieciocho (18) días de prisión, multa de 6.93 s.m.l.m.v. y a la prohibición de conducir vehículos y motocicletas por un término de seis (6) meses.

SEGUNDO: SE CONDENA al mismo procesado MARIO ANDRÉS HURTADO HENAO a la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, por igual lapso de la pena principal.

TERCERO: SE CONCEDE al sentenciado la suspensión de la ejecución de la pena, previa caución juratoria, para lo cual deberá suscribir el acta de compromiso, con las obligaciones a que alude el artículo 65 C.P. Aun así, se hará exigible el cumplimiento de la pena accesoria de prohibición de conducir vehículos y motocicletas por el término ya indicado.
CUARTO: No se pronunciará la Sala en relación con la obligación de cancelar la indemnización de perjuicios, conforme a lo dispuesto por los artículos 102 a 106 C.P.P, modificados por  la Ley 1395 de 2010. No obstante, una vez fijada la cuantía del daño y perjuicios en todos sus órdenes dentro del incidente de reparación integral, el señor HURTADO NARANJO responderá solo por el 50% de lo asignado a la víctima. 

QUINTO: Comuníquese esta determinación a las autoridades a las cuales se refiere el artículo 166 C.P.P. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

-con aclaración de voto-

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� El mismo ingresó como estipulación probatoria.


� Ver folio 42 del expediente.


� Un máximo de 30 k/h al tenor de lo dispuesto por el artículo 74 del Código Nacional de Tránsito y Tranporte.


� Ejemplo dado por el maestro REYES ECHANDÍA, Alfonso, en su obra La Culpabilidad, pgs. 132 y 133.


� Cfr. BARRERA DOMÍNGUEZ, Humberto, Delitos contra la Vida y la Integridad Personal, pgs. 142,143 y 146.


� Artículo 60 Numeral 5°: Si la pena se disminuye en dos proporciones, la mayor se aplicará al mínimo y la menor al máximo de la infracción básica.


� Los cuartos de movilidad quedarían así: primer cuarto mínimo de 9 meses 18 días a 16 meses y 6 días; primer cuarto medio de 16 meses 7 días a 22 meses y 24 días; segundo cuarto medio de 22 meses y 25 días a 29 meses y 12 días, y cuarto máximo de 29 meses 13 días a 36 meses.
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